
























El	 presente	 artículo	 se	 propone	 examinar	 la	 actual	 discusión	 acerca	 de	 la	
decisión	 constitucional	 como	última	palabra	 y	 la	 autoridad	 promovida	 por	
Ronald	Dworkin	y	 Jeremy	Waldron.	Para	 aquello,	 se	 centra	 el	 debate	 en	el	
control	 de	 constitucionalidad,	 comenzando	 por	 la	 crítica	 de	 Waldron	 a	 la	
teoría	de	la	respuesta	correcta	de	Dworkin,	el	concepto	de	democracia	y	su	
relación	 con	 la	 regla	 de	 la	 mayoría,	 y	 termina	 con	 la	 relación	 entre	 el	
pensamiento	de	los	dos	juristas	sobre	la	autoridad	del	legislador.	




This	 article	 proposes	 to	 examine	 the	 current	 discussion	 about	 the	





















Jeremy	Waldron,	 enfocado	principalmente	 en	 la	discusión	 trabada	 acerca	de	 la	democracia,	
control	 judicial	 de	 las	 leyes,	 derechos	 fundamentales,	 autoridad	 e	 interpretación	 según	 la	
intención	del	legislador.		
En	torno	de	tal	discusión	nace	la	pregunta	de	qué:	¿si	los	jueces	no	son	elegidos,	bajo	que	
justificación	 podrían	 revertir	 decisiones	 tomadas	 por	 los	 representantes	 escogidos	 por	 el	
pueblo?2	
Para	ello,	dividimos	el	trabajo	en	dos	partes	fundamentales,	la	primera	trata	de	presentar	




una	 única	 respuesta	 correcta	 y,	 por	 otro	 lado,	 el	 reconocimiento	 de	 los	 desacuerdos	 por	




procedimentalista,	 basada	 en	 la	 regla	 de	 la	mayoría,	 donde	 la	 única	manera	 de	 decidir,	 es	




En	 segundo	plano,	 verificamos	una	aproximación	entre	 los	pensamientos	de	Waldron	y	
Dworkin	en	 lo	que	atinge	a	 la	 interpretación	según	 la	 intención	del	 legislador.	En	relación	a	
este	 punto,	 interesa	 sobre	 todo	 esclarecer	 el	 debate	 entre	 Joseph	Raz	 en	 contraposición	de	
Jeremy	Waldron-Ronald	Dworkin,	y	precisar	el	sentido	de	la	interpretación	jurídica	desde	una	
perspectiva	no	intencionalista.		
Este	 estudio	 incluye	 como	 respaldo,	 consideraciones	 de	 otros	 autores	 que	 contribuyen	
con	sus	críticas	y	comentarios	al	estudio	del	tema	abordado.	
	
Waldron	 y	 la	 desmitificación	 de	 la	 idea	 de	 la	 única	 respuesta	
correcta	de	Dworkin	
	
Dworkin	 (1989,	 p.	 455)	 se	 pregunta:	 ¿Habrá	 siempre	 una	 respuesta	 correcta	 para	 los	






textualmente:	 cuándo	 los	 hombres	 razonables	 divergen	 respecto	 de	 alguna	 cuestión	 de	
derecho	y	de	moralidad	política,	y	no	están	de	acuerdo	sobre	un	criterio	que	pudiera	resolver	
la	 discrepancia	 –si	 fueran	 conocidos	 todos	 los	 hechos	 físicos	 y	 los	 referentes	 a	 estados	
mentales–,	¿puede	ser	auténtico	tal	desacuerdo?		
Antes	 de	 empezar	 con	 el	 desarrollo	 del	 problema,	 cumple	 destacar	 que	 la	 teoría	
desplegada	por	Ronald	Dworkin	ha	influido	notablemente	en	la	construcción	de	la	teoría	del	





del	 libro	 Law´s	 Empire,	 donde	 ya	 propone	 su	 teoría	 del	 derecho	 como	 integridad	 y	 una	
concepción	del	derecho	como	interpretación.	
Entiende	Dworkin	la	integridad	como	un	ideal	o	virtud	política	que	exige	de	los	poderes	
públicos	 conducirse	 de	modo	 coherente	 y	 no	 de	manera	 arbitraria	 (Santos	 Perez,	 2003,	 p.	
353),	o	sea,	“de	acuerdo	a	un	único	sistema	coherente	de	pautas	de	corrección	y	rectitud,	que	
el	 propio	 autor	 caracteriza	 como	 principios	 de	 justicia,	 equidad	 y	 debido	 proceso”	 (Solum,	
2005,	p.	226)3.	
En	 efecto,	 en	 relación	 a	 lo	 anterior,	 Günther	 enseña	 que	 el	 ideal	 de	 tomar	 decisiones	
respecto	 de	 normas	 jurídicas	 en	 concordancia	 con	 una	 teoría	 política	 completamente	
coherente	 fue	 ampliado	 y	 especificado	 por	 Dworkin,	 bajo	 el	 concepto	 de	 integrity.	 Aunque	
surja	como	principio	independiente,	obtiene	su	importancia	sólo	al	luchar	con	otros	principios	
fundamentales	 de	 una	 comunidad	 política,	 como	 lealtad,	 justicia	 y	 debido	 proceso	 (due	
process):	y	eso,	como	la	virtud	de	lidiar	coherentemente	con	estos	principios,	se	expresa	en	la	
máxima	de	tratar	casos	iguales	de	modo	igual	(Günther,	2004,	p.	407).	







derecho	 sobre	 la	 suposición	 de	 que	 los	 deberes	 y	 derechos	 legales	 fueron	 creados	 por	 un	
 
3	 “En	 la	propia	elaboración	de	 la	 teoría	de	Dworkin,	 se	utiliza	un	dispositivo	heurístico,	que	corresponde	a	un	 juez	 imaginario	
llamado	Hércules.	En	uno	de	sus	primeros	ensayos	“hard	cases”,	Dworkin	imagina	que	Hércules	es	confrontado	a	un	caso	difícil,	
en	el	que	la	ley	establecida	no	provee	una	respuesta	clara.	En	nuestro	contexto,	imaginamos	a	Hércules	que	se	enfrenta	con	un	
caso	a	primera	vista,	 relativo	a	un	 tema	de	debido	proceso,	 -el	derecho	a	un	proceso	 justo	está	contenido	en	 las	Cláusulas	del	
Debido	Proceso	de	la	5°	y	14°	enmienda	de	la	Const.	de	USA-.	Para	decidir	este	caso	difícil	(hard	case),	Hércules	debe	construir	
una	 teoría	 del	 debido	 proceso.	 Podemos	 imaginar	 que	 su	 toma	 de	 decisión	 procede	 en	 dos	 pasos.	 Primero,	 en	 identificar	 las	









mismo	 autor,	 o	 sea,	 el	 legislador	 único	 (la	 comunidad	 personificada),	 que	 expresa	 una	
correcta	concepción	de	justicia	y	equidad	(Dworkin,	2005,	p.	164).	
Vale	resaltar	que	en	la	concepción	dworkiana	del	derecho,	es	en	la	práctica	adjudicativa	
que	 se	 expresa	 de	 forma	 más	 significativa	 la	 importancia	 de	 la	 idea	 de	 integridad.	 María	
Lourdes	Santos	Pérez	(2003,	p.	354)	destaca	que	“el	autor	insiste	en	que	la	integridad	forma	
parte	de	las	condiciones	sobre	las	que	desarrolla	la	actividad	cotidiana	de	los	jueces,	de	modo	
que	 la	 caracterización	 del	 derecho	 como	 ‘integridad’	 hace	 justicia	 a	 los	 presupuestos	
normativos	bajo	los	que	opera	el	trabajo	jurisdiccional”.		
Acercándonos	al	punto	del	problema	propuesto	en	el	inicio	de	este	tópico,	la	concepción	
del	 derecho	 como	 integridad	 propone	 al	 juez	 que	 trabaje	 como	 si	 el	 derecho	 de	 una	
comunidad	 fuera	 obra	 de	 un	 legislador	 racional	 de	modo	 que	 para	 cada	 caso	 hubiera	 una	
respuesta	correcta	(Santos	Perez,	2003,	p.	355).	
Por	 otro	 lado,	 para	 una	 respuesta	 pueda	 ser	 considerada	 como	 correcta,	 ésta	 debe	
cumplir	 dos	 presupuestos:	 coherencia	 y	 consistencia.	 Respecto	 de	 la	 coherencia,	 Habermas	
(2008,	 p.	 281)	 explica	 que	dicho	presupuesto	 en	Dworkin,	 es	 una	medida	de	 validez	 de	 un	
enunciado,	 que	 es	más	 débil	 que	 la	 verdad	 analítica	 asegurada	mediante	 deducción	 lógica,	




Dworkin,	 trata	 de	 una	 condición	 formal	 o	 simplemente	 lógica	 de	 compatibilidad	 por	 no-
contradicción	(Castanheira	Neves,	2003,	p.	357).		
Así,	 de	 esta	 manera,	 solamente	 con	 estos	 fundamentos,	 podríamos	 comprender	 y	
construir	 la	 práctica	 in	 the	 best	 light	 y	 sólo	 así,	 de	 este	 modo,	 respetando	 estas	 dos	




de	 la	 concreta	 práctica	 interpretativa,	mediante	 una	 consistencia	 lógico-institucional	 y	 una	
coherencia	normativo-intencional,	para	Dworkin	(1997,	p.	396),	 resulta	en	 la	posibilidad	de	
respuestas	correctas	para	las	decisiones	judiciales.	
Del	mismo	modo,	 comentando	 a	 propósito	 de	 este	 punto,	 Castanheira	 Neves	 (2003,	 p.	
360)	entiende	que	las	decisiones	judiciales	concretas,	en	cuanto	momentos	particulares	de	la	
práctica	 interpretativa,	 deberían	 ofrecer	 la	 right	 answer,	 siempre	 en	 el	 alcance	 del	 juez	
Hércules,	 que	 encontraría	 su	 fundamento	 último	 y	 su	 sentido	 de	 validez	 en	 la	 coherencia	
global	de	esa	práctica,	esto	es,	en	la	coherencia	normativo-decisoria	de	que	ella	se	constituya	
como	un	todo.	















la	vinculación	a	 la	 comunidad	 liberal	 (Coleman	y	Leiter,	2000,	p,	321).	En	este	 contexto,	no	
existe	la	necesidad	de	una	decisión	judicial	correcta	para	cada	caso.	Al	parecer	Dworkin	con	
esto,	estaría	relativizando	la	restricción,	o	relajando	la	concepción	de	la	respuesta	correcta.	
Sin	 embargo,	 Palombella	 entiende	 que	 naturalmente,	 si	 en	 Taking	 Rights	 Seriously,	 el	
ejercicio	 de	Hércules	 parecía	 partir	 sobre	 todo	 de	 las	 necesidades	 de	 los	hard	 cases	 (casos	
difíciles),	en	realidad	en	Law’s	Empire	queda	claro	que	Hércules	continua	trabajando,	pues	el	




susceptible	 de	 reconstrucción	 (y	 reformulación)	 global	 dentro	 del	 sistema	 jurídico	
(Palombella,	2005,	pp.	332-333).	
Sin	 embargo,	 pese	 a	 lo	 anterior,	 creemos	 que	 Dworkin	 de	 ningún	modo	 abandonó	 por	
completo	 la	 idea	de	 la	 respuesta	 correcta,	 así	 también	 lo	piensa	Coleman	y	Leiter	 (2000,	p.	
321),	quienes	afirman	que	para	Dworkin	 su	uso	 continuo	del	 constructo	de	Hércules,	 como	
manera	 de	 fijar	 respuestas	 correctas	 para	 las	 disputas	 jurídicas,	 indica	 que	 aún	 está	
comprometido	 con	 mucho	 mas	 en	 el	 sentido	 de	 la	 determinación	 que	 la	 mayoría	 de	 los	
positivistas.	
Sin	 embargo,	 la	 relevancia	 de	 la	 intención	 de	 los	 jueces	 de	 actuar	 como	 Hércules,	 es	
modificada	 en	 su	 obra	 el	 Imperio	 del	 Derecho.	 La	 teoría	 que	 fundamenta	 la	 actuación	 de	
Hércules	no	es	aquella	de	las	respuestas	correctas.	
Jules	L.	Coleman	y	Brian	Leiter	explican	que	los	componentes	relevantes	de	la	teoría	de	la	
prestación	 jurisdiccional	 no	 son	 defendidos	 porque	 sean	 esenciales	 para	 fijar	 o	 encontrar	





la	 lectura	 moral	 consistente	 en	 la	 abstracción	 de	 la	 moralidad	 política	 y	 su	 consecuente	
aplicación	 de	 manera	 práctica.	 En	 este	 sentido	 la	 respuesta	 correcta	 parece	 resultado	 del	
consenso	 entre	 la	 comunidad,	 en	 que	 todos,	 jueces,	 abogados	 y	 ciudadanos,	 estamos	 de	
acuerdo	en	 interpretar	y	 aplicar	 el	 entendimiento	de	decencia	política	y	 justicia	 a	 los	 casos	
que	se	presentan.	











instituciones	 y	 los	 procedimientos	 que	 poseemos:	 frente	 al	 total	 disenso,	 esto	 es,	 de	 la	
imposibilidad	de	acuerdos	de	naturaleza	moral	dentro	de	la	sociedad,	las	decisiones	políticas	
deben	ser	tomadas	por	la	mayoría	de	la	población,	por	medio	de	representantes	electos.		
De	 este	 modo,	 Waldron	 (2005,	 p.	 XXV),	 en	 el	 fondo,	 defiende	 la	 imposibilidad	 de	
determinar	 algún	 tipo	 de	 respuesta	 como	 correcta,	 incluso	 decimos	 que	 desmitifica	 dicha	
pretensión	y	 le	quita	 relevancia,	por	cuanto	para	él,	 es	de	 la	naturaleza	de	 la	democracia	el	
respeto	por	las	posiciones	antagónicas.		
Así,	Waldron	 postula	 que	 la	 legitimidad	 de	 la	 legislación	 se	 fundamenta	 justamente	 en	




simplemente	 procedimental	 –	 pues	 no	 presupone	 algún	 tipo	 de	 contenido	 previo	 –,	 y	 está	
basado	 en	 la	 idea	 de	 participación	 igualitaria,	 siendo	 individualista	 e	 igualitarista	 (cada	
persona,	un	voto)		(Kahn,	2004,	p.	298).	
Fernando	Atria	Lemaître,	en	análisis	a	la	obra	de	Jeremy	Waldron	explica	que	la	necesidad	
de	 actuar	 en	 concordancia	 en	 circunstancias	 de	 disenso	 acerca	 de	 cómo	 y	 para	 qué	 es	
necesario	actuar	concertadamente,	constituye	entonces,	la	fuente	del	problema	político.	Por	lo	
tanto,	 las	 instituciones	políticas	deben	buscar	mecanismos	de	decisión	que	sean	capaces	de	
producir	 resultados	 para	 los	 cuales	 no	 es	 necesario	 el	 acuerdo,	 una	 vez	 que,	 si	 el	 acuerdo	




(2000,	p.	499)	prefiere	evitar	 cualquier	modelo	que	considere	 la	 legislación	como	producto	
intencional	de	un	único	legislador.		
Y	es	en	este	punto	del	 cual	 surge	e	 infiere	que,	 si	 consideramos	 la	asamblea	 legislativa,	
nos	 encontraremos	 con	 discusiones	 y	 desacuerdos	 acerca	 de	 política,	 justicia	 y	moral,	 que	
 
4	 Incluso	en	 la	 teoría	de	 la	 tópica	 jurídica,	 la	discusión	entre	Viehweg	y	Ballweg,	 trata	desde	otra	perspectiva	el	problema	del	
consenso	y	del	desacuerdo.	Explicando	esta	discusión,	García	Amado	comenta	que	 la	 idea	de	Viehweg	era	en	 torno	de	que	 “la	
racionalidad	 se	 garantiza	 únicamente	mediante	 el	 proceso	 dialéctico	 de	 discusión	 de	 los	 puntos	 de	 vista	 o	 tópicos	 que,	 como	
soluciones	posibles	para	cada	problema	en	disputa,	estén	legitimados	por	el	consenso	de	todos	o	de	los	más	doctos.”	Pero	Ottmar	
Ballweg	entiende	que	“no	es	el	consenso	el	que	gobierna	la	toma	de	decisiones	jurídicas,	sino	que	éstas	aparecen	incardinadas	en	
contextos	 plurales	 (textos	 legales,	 jurisprudencia	 de	 los	 tribunales,	 doctrinas,	 convicciones	 comunes,	 tradiciones,	 etc.)	 que	 las	






imposibilita	 la	 comprensión	 de	 la	 coherencia	 e	 integridad	 de	 los	 moldes	 propuestos	 por	
Dworkin.		
Sí	 para	 Dworkin,	 el	 legislador	 único	 (Bentham,	 1985,	 p.	 163)	 es	 el	 captador	 de	 los	
principios	morales,	de	igualdad,	de	debido	proceso	y	de	justicia,	que	deben	dar	coherencia	a	
las	normas	que	produce,	en	la	obra	de	Jeremy	Waldron,	es	la	pluralidad	de	ideas	la	que	impide	
de	 un	 utópico	 legislador	 el	 acertar,	 o	 mejor	 dicho,	 captar	 las	 mejores	 intenciones	 de	 la	
comunidad.	
El	argumento	waldroniano	es	sencillo:	somos	diferentes,	y	aunque	el	legislador	o	el	juez	
lleguen	 a	 una	 conclusión,	 e	 incluso,	 aunque	 nosotros	 la	 aceptemos,	 esto	 no	 significa	 que	
estemos	de	acuerdo	con	ella5.		
Vale	 transcribir	 las	palabras	de	Waldron	(2005,	p.	131):	 “una	 ley	merece	respeto	por	el	
logro	que	representa	haberla	producido	en	las	circunstancias	de	la	política:	es	una	acción	en	
conjunto	frente	a	los	desacuerdos”.	





interpretación	 hecha	 por	 el	 legislador	 es	 correcta	 siempre	 y	 cuando	 no	 sea	 declarada	
inconstitucional	y	la	del	juez	lo	es	siempre	y	cuando	no	sea	nula	o	inválida,	o	no	sea	recurrida.	
Pero	 la	 contradicción	 de	 Peces-Barba	 es	 apenas	 en	 este	 punto,	 pues	 está	 de	 acuerdo	
acerca	de	la	idea	de	coherencia,	tal	vez	no	en	el	mismo	sentido	de	Dworkin,	pero	afirma	que	la	
exigencia	 de	 la	 coherencia,	 postulado	 de	 cualquier	 visión	 sistemática	 del	 derecho,	 hace	
compleja	la	labor	de	dotar	de	significado	los	derechos	(Peces-Barba,	1999,	p.	578).	
En	nuestra	opinión,	 de	hecho,	 es	utópica	 la	 tesis	 de	una	única	 respuesta	 correcta,	 pues	








El	 problema	 planteado	 en	 este	 articulo	 gira	 en	 torno	 de	 la	 insatisfacción	 entre	 los	
pensadores	 acerca	 de	 la	 revisión	 constitucional	 (Unger,	 2004,	 p.	 97).	 El	 problema	 en	 este	
punto,	se	refiere	a	la	duda	que	produce	el	poder	conferido	a	los	jueces	para	apartar	o	excluir	
 
5	 	Passerin	d´Entreves	 (1970,	p.	223),	dando	énfasis	al	desacuerdo	verifica	que	 “en	una	sociedad	políticamente	organizada,	un	
Estado	 que	 quiera	 realmente	 respetar	 aquellos	 derechos	 inviolables	 de	 los	 que	 habla	 nuestra	 Constitución,	 a	mi	 entender,	 en	
aquellos	casos	que	afectan	a	principios,	en	los	que	están	en	juego	las	convicciones	morales	más	profundas	del	individuo,	debería	
llevar	la	tolerancia	del	disenso	hasta	el	extremo	límite	posible,	y	ello	no	sólo	para	no	violar	su	propio	principio	inspirador,	sino	en	








es	 el	 gobierno	 del	 pueblo,	 y	 naturalmente	 aceptamos	 que	 en	 una	 democracia,	 la	 mayoría	
debería	gobernar.	
Dworkin	 aclara	 que	 su	 concepción	 de	 democracia	 destaca	 que	 las	 decisiones	 colectivas	
sean	 tomadas	 por	 instituciones	 políticas	 cuya	 estructura,	 composición	 y	 prácticas	 traten	 a	
todos	 los	 miembros	 de	 la	 comunidad	 como	 individuos,	 con	 igual	 consideración	 y	 respeto	
(Dworkin,	2004,	p.	117).		
Esta	concepción	alternativa	de	la	finalidad	de	la	democracia,	exige	la	misma	estructura	de	
gobierno	que	aquella	 formulada	por	 los	defensores	de	 la	premisa	mayoritarista.	Se	requiere	
en	 dicho	 sentido,	 que	 las	 decisiones	 políticas	 del	 día	 a	 día	 sean	 tomadas	 por	 funcionarios	
elegidos	en	elecciones	populares,	pero	al	mismo	tiempo,	la	concepción	constitucional	requiere	












por	 ellos	mismos,	 esto	 es,	 la	 actuación	 sin	 conciencia	 de	 estar	 haciendo	 algo	 para	 el	 grupo	
(Dworkin,	2003,	p.	49).	 	





primera,	 de	 carácter	 estadístico,	 nos	 da	 la	 idea	 de	 que,	 en	 una	 democracia,	 las	 decisiones	
políticas	se	toman	en	función	del	voto,	decisiones	o	deseos	de	los	ciudadanos	individualmente	
considerados.	
Por	 otro	 lado,	 para	 la	 lectura	 comunitaria,	 dentro	 de	 la	 democracia,	 es	 el	 pueblo	 quien	
toma	las	decisiones	políticas	en	lugar	de	los	ciudadanos	individualmente	considerados.	












El	 sentido	 de	 la	 democracia	 está	 relacionado	 al	 sentido	 de	 pertenencia	 moral.	 Para	
Dworkin,	 las	 condiciones	 de	 pertenecer	 a	 una	 democracia	 son	 las	 mismas	 condiciones	 de	
pertenencia	moral	a	una	comunidad	política	(Dworkin,	2004,	p.	124).	
Para	que	haya	una	comunidad	política	 con	pertenencia	moral,	 es	necesario	que	 cumpla	
con	algunas	condiciones.	La	primera	de	ellas,	sería	de	carácter	estructural,	o	sea,	la	comunidad	
política	 debe	 ser	 algo	 más	 allá	 de	 una	 comunidad	 nominal:	 debe	 haber	 sido	 establecida	
mediante	 un	 procedimiento	 histórico	 que	 haya	 producido	 los	 límites	 territoriales	






Hay	 también	 algunas	 condiciones	 relacionadas,	 esto	 es,	 condiciones	 que	 describen	 la	
forma	por	la	cual	un	individuo	debería	ser	tratado	por	una	comunidad	política	genuina	para	
ser	 miembro	moral	 de	 esta	 comunidad	 (Dworkin,	 2004,	 p.	 125).	 La	 comunidad	 política	 se	
encuentra	 obligada	 a	 dar	 a	 cada	 individuo	 una	 parcela	 de	 participación	 en	 las	 decisiones	
colectivas,	y	además	independencia	frente	a	ella.	
Dworkin	 describe	 esta	 participación	 mencionando	 que	 cada	 persona	 debe	 tener	 la	
oportunidad	de	marcar	diferencia	en	las	decisiones	colectivas,	y	por	 la	 fuerza	de	su	papel,	o	
sea,	 por	 la	 magnitud	 de	 la	 diferencia	 que	 puedan	 marcar,	 no	 debe	 estar	 estructuralmente	
fijada	 u	 limitada	 de	 forma	 que	 reflejen	 presupuestos	 sobre	 su	 valor,	 habilidad	 o	 talento,	 o	
corrección	sobre	sus	convicciones	o	preferencias	(Dworkin,	2004,	p.	125).	
La	 pertenencia	moral	 exige	 también	 un	 tipo	 de	 reciprocidad,	 o	 sea,	 una	 persona	 no	 es	
considerada	miembro	si	no	es	tratada	como	tal,	además,	la	comunidad	política	debe	mostrar	
igual	 preocupación	 por	 los	 intereses	 de	 todos	 los	 miembros,	 resultando	 en	 que,	 si	 una	
sociedad	muestra	una	despreocupación	por	las	necesidades	de	la	minoría,	esta	es	ilegítima	e	
injusta.	
Otra	 condición,	 es	 la	 independencia	 moral	 con	 que	 los	 miembros	 de	 una	 comunidad	









debe	 proporcionar	 las	 circunstancias	 que	 los	 impulsen	 a	 llegar	 a	 sus	 propias	 convicciones	
sobre	 estas	 cuestiones	 por	 medio	 de	 sus	 propias	 conclusiones	 reflexivas,	 finalmente	
individuales	(Dworkin,	2004,	p.	127).	




la	 acción	 comunitaria	 integrada,	 los	 actos	 compartidos	 entre	 los	 participantes	 crean	 una	
unidad	 colectiva	 de	 responsabilidad	 y	 no	 una	 unidad	 de	 juicio,	 a	 diferencia	 de	 la	 acción	
comunitaria	 monolítica,	 que	 por	 el	 contrario,	 forma	 tanto	 una	 unidad	 colectiva	 de	
responsabilidad	como	de	juicio	(Dworkin,	2003).		
Todo	 lo	 anterior,	 nos	 parece	 interesante,	 desde	 el	 punto	 de	 vista	 de	 la	 participación	
ciudadana	en	las	decisiones	políticas	que	acarrean	una	responsabilidad	individual	frente	a	la	
comunidad.	Tanto	Dworkin	como	Waldron,	están	de	acuerdo	en	los	alcances	comunitarios	de	
las	decisiones	políticas,	por	medio	de	 la	participación,	pero	difieren	en	el	 fundamento	de	 la	
legitimidad	del	resultado	que	se	alcanza,	pues	para	el	primero	de	ellos,	el	 fundamento	de	 la	
decisión	 política	 se	 relaciona	 directamente	 con	 su	 contenido,	 esto	 es	 que	 debe	 ser	
democrático,	mientras	 que	para	Waldron,	 el	 resultado	 se	 legitima,	 por	 considerar	 que	 cada	
participante	 goza	 de	 igualdad	 delante	 del	 otro,	 frente	 al	 desacuerdo,	 como	 veremos	 a	
continuación.	
	






	Parte	 el	 referido	 jurista	 de	 la	 perspectiva	 de	 que	 no	 debemos	 alejar	 de	 nuestra	






Su	 empresa	 encuentra	 inicio,	 en	 el	 análisis	 que	 realiza	 del	 pensamiento	 del	 jurista	
brasileño,	 Roberto	 Mangabeira	 Unger	 (2004),	 quien	 entre	 otras	 cosas,	 critica	 la	 sociedad	
contemporánea	 por	 su	 fetichismo	 institucional,	 fenómeno	 que	 a	 su	 juicio	 fija	 de	 manera	
 
6	 “Waldron	 cree	 identificar	una	 tensión	 interna	 en	 las	 justificaciones	 fundadas	 en	 los	derechos	del	 control	 judicial.	 La	 idea	de	
derechos	 –o	 al	menos,	 la	 defensa	más	 común	de	 esta	 idea—	presupone	que	 las	 personas	 son	 razonables,	 algo	 confiables,	 que	
tienen	un	sentido	de	justicia	y	al	menos,	a	veces,	actúan	conforme	ella,	y	que	generalmente,	no	son	extremadamente	estúpidos,	











que	decir	sobre	el	carácter	 irreductible	del	desacuerdo	en	el	debate	político.	 	Por	 lo	tanto,	y	
como	fue	explicado	en	el	tópico	anterior,	es	el	desacuerdo,	y	no	la	unanimidad,	quien	describe	
el	discurso	político,	de	ahí	su	ecuación:	más	discusión	sólo	producirá	más	desacuerdo.		
De	 hecho,	 si	 es	 correcta	 la	 tesis	 defendida	 por	 Waldron,	 entonces	 la	 necesidad	 de	 un	
mecanismo	de	toma	de	decisiones	políticas	frente	al	desacuerdo,	toma	dignidad,	pues	ya	no	se	
explica	 ni	 se	 justifica	 como	 una	 simple	 herramienta	 para	 zanjar	 un	 acuerdo,	 como	
consecuencia	del	hecho	de	que	las	necesidades	políticas	nunca	dejan	el	tiempo	suficiente	para	
que	 la	 deliberación	 siga	 su	 curso	 y	 alcance	 un	 resultado	 unánime	 (Atria	 Lemaître,	 2009,	 p.	
216).		
Si	el	desacuerdo	es	un	elemento	esencial	del	discurso	político,	entonces	necesitamos	un	
mecanismo	 de	 toma	 de	 decisiones	 que	 opere	 frente	 a	 ese	 desacuerdo.	 Encuentra	Waldron	
aquí,	sencillamente,	su	defensa	de	la	regla	de	la	mayoría	(Atria	Lemaître,	2009,	p.	216).	
Para	 el	 profesor	 neozelandés,	 la	 idea	 de	 que	 el	 remedio	 necesario	 para	 proteger	 a	 la	
minoría	de	la	opresión,	o	sea,	la	imposición	de	substantivos	últimos	como	limite	a	la	regla	de	
la	 mayoría,	 como	 es	 el	 caso	 de	 los	 derechos	 fundamentales,	 es	 una	 intuición	 y	 falacia	 del	
constitucionalismo.	(Bayón,	2000,	pp.	65-94)	
Juan	 Carlos	 Bayón	 expone	 que	 la	 intuición	 propuesta	 por	 el	 constitucionalismo,	 por	
arraigada	que	pueda	estar,	es	engañosa,	ya	que	decir	que	el	constitucionalismo	establece	que	
hay	 cosas	 que	 las	 mayorías	 no	 pueden	 decidir	 es	 contar	 una	 historia	 incompleta:	 porque	
antes,	 en	 ausencia	más	 que	 previsible	 de	 unanimidad	 al	 respecto,	 ha	 habido	 que	 tomar	 de	






Carlos	 Santiago	 Nino	 tiene	 algo	 interesante	 en	 sus	 consideraciones	 y,	 en	 medio	 de	 tal	
discusión,	 establece	 algo	 distinto.	 Para	Nino,	 los	 intereses	 parciales	 a	 los	 que	 se	 refieren	 el	
pluralismo	son	numerosos	y	muy	variados,	de	hecho,	cada	cual	tiene	sus	intereses	personales,	




que	el	control	de	 la	constitucionalidad	es	 imprescindible,	 sin	embargo,	no	 tiene	ni	debe	por	
qué	 ser	 necesariamente	 jurisdiccional.	 Por	 lo	 tanto,	 el	 control	 jurisdiccional	 de	 la	




supremacía	 constitucional.	 El	 control	 jurisdiccional	 sería	 justificable	 sólo	 respecto	 ciertas	





El	parlamento	o	 la	corte	 jurisdiccional:	¿quién	debe	tener	 la	última	
palabra?	
	




la	 democracia.	 Esta	 evidencia	 considera	 que	 la	 democracia	 no	 se	 realiza	 por	 la	 simple	
existencia	 de	 un	 legislador	 electo	 que	 toma	 decisiones	 por	 la	 regla	 de	 la	 mayoría,	
independiente	 de	 otras	 condiciones,	 sino	 que	 requiere	 de	 protección	 jurisdiccional	
(Alexander,	2005).	
El	 representante	 de	 la	 defensa	 de	 la	 supremacía	 judicial	 abiertamente	 activista	 para	 la	
promoción	 de	 principios	 de	 justicia,	 es	 Ronald	 Dworkin.	 Su	 punto	 de	 partida,	 como	
acompañamos	 en	 el	 tópico	 anterior,	 es	 reconstruir	 la	 concepción	 de	 democracia	 para	








alcanza	 estos	 ideales.	 Para	 él,	 entonces,	 la	 dimensión	 cuantitativa	 y	 estadística	 de	 la	




7	 Para	Nino,	 es	 difícil	 aceptar	 la	 legitimidad	de	 la	 jurisdicción	 constitucional	 para	decir	 la	 última	palabra	 sobre	 las	 cuestiones	



















ético	 mínimo	 que	 promueva	 la	 filiación	 moral	 de	 los	 individuos	 a	 la	 comunidad	 política	
(Habermas,	 2002),	 siendo	 de	 esta	 manera,	 pre-condiciones	 democráticas	 a	 la	 decisión	
mayoritaria.		
Para	 Dworkin,	 si	 la	 promoción	 de	 estas	 pre-condiciones	 democráticas	 fueran	
emprendidas	 por	 una	 institución	 contra	 mayoritaria,	 no	 habría	 problema,	 toda	 vez	 que	 la	
legitimidad	 para	 él,	 no	 depende	 del	 procedimiento,	 pero	 sí	 del	 contenido.	 Así,	 y	 en	
consecuencia,	 la	 democracia	 debe	 tener	 dos	 dimensiones,	 por	 un	 lado,	 una	 relativa	 al	
principio,	 referente	 a	 la	 protección	 de	 los	 derechos	 que	 promuevan	 ese	 contenido	mínimo,	
traducido	en	el	ideal	genérico	de	igual	consideración	y	respeto,	y	por	otro	lado,	la	dimensión	
relativa	a	la	política,	en	la	cual,	los	miembros	moralmente	afiliados	a	esa	comunidad,	pueden	
decidir	 en	 conjunto	 cuestiones	 relativas	 al	 bien	 estar	 general,	 a	 los	 intereses	 colectivos	
(Mendes,	2008,	p.	202).	
En	 este	 contexto,	 las	 decisiones	 relativas	 a	 la	 primera	 dimensión	 de	 la	 democracia	 se	






Cuando	 las	 instituciones	mayoritarias	proveen	y	respetan	 las	condiciones	democráticas,	





decide	 y	 por	 quien	 decide,	 resultando	 en	 una	 regla	 de	 la	 mayoría	 en	 una	 institución	
representativa.	
Este	 sentido	de	 la	democracia,	 esbozada	por	Dworkin,	 se	 refleja	en	su	 teoría	acerca	del	
derecho.	Conrado	Hubner	Mendes	asevera	que,	de	acuerdo	con	su	concepción	constitucional	
de	 democracia,	 ese	 régimen	 tiene	 algunos	 requisitos	 morales	 substantivos	 que	 no	 son	
atendidos	necesariamente	por	un	procedimiento	mayoritario,	sino	por	la	‘respuesta	correcta’	
sobre	derechos	fundamentales.	El	procedimiento	decisorio,	en	este	caso,	poco	importa	para	la	
legitimidad	 de	 la	 decisión.	 Tal	 “respuesta	 correcta”	 sobre	 derechos	 fundamentales	 es	











quemar	 la	bandera	de	 los	Estados	Unidos	en	un	acto	de	protesta.	En	consecuencia,	 ésta	 ley	
sería	 cuestionada	 bajo	 el	 fundamento	 de	 que	 debilitaría	 el	 autogobierno	 democrático,	 al	
restringir	 erróneamente	 la	 libertad	 de	 expresión.	 Supongamos	 que	 un	 tribunal	 acepta	 éste	
argumento	y	declara	inconstitucional	tal	legislación:	si	la	decisión	del	tribunal	es	correcta,	si	
en	 verdad	 la	 ley	 en	 contra	 de	 la	 quema	 de	 banderas,	 de	 hecho,	 viola	 las	 condiciones	
democráticas	establecidas	en	 la	Constitución	Americana,	de	 la	manera	en	que	ellas	han	sido	
interpretadas	 y	 formadas	 en	 la	 historia	 norteamericana,	 la	 decisión	 no	 es	 antidemocrática,	
sino	por	contrario,	mejoraría	la	democracia	(Dworkin,	2004,	pp.	133-134).	
En	 este	 sentido,	 asevera	 Dworkin	 (2004,	 p.	 134)	 que	 “ciertamente	 perjudica	 la	
democracia	que	un	tribunal	con	autoridad	tome	la	decisión	incorrecta	sobre	lo	que	requieren	
las	condiciones	democráticas,	pero	no	más	de	lo	que	lo	hace	cuando	la	legislatura	mayoritaria	
toma	 una	 decisión	 incorrecta	 que	 se	 permite	 que	 continúe	 siendo	 válida.	 La	 posibilidad	 de	
error	es	simétrica.	Entonces,	la	premisa	mayoritarista	es	confusa	y	debe	ser	abandonada”.	
Es	en	este	sentido,	que	Dworkin	expone	una	posición	más	moderada	acerca	de	la	premisa	





importante	 en	 la	 crítica	de	 la	 tolerancia	 liberal,	 tiene	que	desempeñarlo	 en	un	 sentido	más	
robusto	 que	 el	 simple	 nombre	 de	 una	 unidad	 política	 por	 la	 que	 deambula	 la	 regla	 de	 la	
mayoría”.	
Otro	 punto	 que	 Dworkin	 destaca	 a	 favor	 de	 la	 corte	 es	 el	 problema	 de	 la	minoría	 que	
claramente	 estaría	 en	 desventaja	 en	 relación	 a	 la	 mayoría	 vencedora	 en	 el	 proceso	
parlamentar.	 En	 este	 sentido	 la	 democracia	 funciona	 desde	 la	 perspectiva	 de	 la	 mayoría,	
desde	que	no	viole	o	reprima	la	minoría.	
Dentro	 de	 este	 contexto,	 la	 regla	 de	 la	 mayoría	 pierde	 su	 atractivo	 moral	 cuando	 hay	
minorías	 discretas	 e	 insulares	 cuyas	 meritorias	 ideas	 políticas	 tienen	 permanentemente	
menos	 probabilidad	 de	 prevalecer	 que	 aquellas	 de	 una	mayoría	 relativamente	 cohesionada	
(Gutmann,	2004,	p.	271).	
En	 acuerdo	 con	 tales	 argumentos,	 Amy	 Gutmann	 (2004,	 p.	 271)	 entiende	 que	 el	
procedimentalismo,	marcado	por	la	regla	de	la	mayoría,	perjudica	injustamente	las	minorías	
ya	 en	 desventaja.	 Siguiendo	 esa	 corriente,	 para	 la	 referida	 jurista,	 las	 reglas	 de	 tomas	 de	









Lo	 que	 se	 ha	 agravado	 y	 hecho	 notorio,	 a	 favor	 de	 una	 postura	 fue	 la	 conformación	
eminentemente	 conservadora	 que	 ha	 tomado	 la	 Suprema	 Corte	 Americana	 en	 los	 últimos	










procedimental	que	promueve	 la	 igualdad	 (Brettschneider,	2010).	En	este	contexto,	el	mejor	
representante	es	Jeremy	Waldron.	
Entiende	Waldron,	que	las	decisiones	constitucionales	no	deberían	sufrir	una	corrección	
substantiva	 que	 impusiese	 límites	 a	 la	 actividad	 de	 interpretación	 del	 derecho.	 Pero	
argumenta	 que	 el	 límite	 real	 al	 poder	 de	 decisión	 de	 la	 mayoría	 no	 son	 los	 derechos	
fundamentales,	 si	 no	 lo	 que	 el	 órgano	 que	 ejerza	 el	 control	 jurisdiccional	 de	
constitucionalidad,	 o	 la	 mayoría	 de	 sus	 miembros,	 establezca	 como	 contenido	 de	 estos	
derechos,	 una	 vez	 que,	 por	 más	 que	 parezcan	 infundadas	 o	 discutibles	 las	 decisiones	 que	
toman,	su	firmeza	no	está	condiciona	a	su	corrección	material	(Bayón,	2000,	pp.	65-93).	
De	 este	 modo,	 la	 regla	 mayoritaria	 sería	 una	 conquista,	 pues	 permite	 que	 dicho	
consentimiento	resulte	de	la	fuerza	moral	de	la	igualdad,	de	aquí	surge	la	conclusión	de	que	la	
regla	de	la	mayoría	es	el	sustento	moral	de	la	democracia.		







La	 existencia	 de	 la	 respuesta	 correcta	 para	 Waldron,	 no	 representa	 algo	 significativo,	









procedimiento	 basado	 en	 la	 regla	 de	 la	 mayoría,	 no	 respetaría	 lo	 que	 la	 democracia	 tiene	
como	más	valioso,	esto	es,	la	inexistencia	de	jerarquía	entre	los	ciudadanos,	quienes	deciden	
en	igualdad	de	condiciones	sus	problemas	colectivos.		
En	 lo	 que	 parece	más	 bien	 un	 desahogo	 y	 en	 apoyo	 a	 la	 tesis	 defendida	 por	Waldron,	




La	 solución	de	Waldron	es	 lógicamente	 irrebatible:	 como	no	existe	 la	posibilidad	de	un	
acuerdo	 sobre	 el	 contenido,	 corresponde	 mejor	 realizar	 un	 acuerdo	 procedimental	 para	
decidir	 el	 contenido.	 Esta	 propuesta	 corresponde	 a	 la	 maximización	 del	 derecho	 de	
participación,	que	en	su	opinión	(de	Waldron),	es	el	derecho	de	los	derechos,	que	permite	la	
realización	igualitaria,	en	cuanto	sujetos	autónomos	en	una	votación	(Mendes,	2008).	
En	 definitiva,	 la	 revisión	 constitucional	 debería	 relacionarse	 con	 la	 representación	 del	
pueblo	y	la	voluntad	de	la	mayoría.	Para	Waldron,	el	parlamento	tiene,	en	una	mayor	escala,	
inalcanzable	 para	 una	 corte,	 la	 capacidad	 de	 recoger	 informaciones,	 obtener	 evaluaciones	
técnicas	de	todos	los	puntos	de	vista,	considerar	la	multiplicidad	de	intereses	que	involucran	
una	 cuestión,	 equilibrar	 estos	 intereses,	 hacer	 concesiones	 y	 proponer	 compromisos	 (Atria	
Lemaître,	2000a).		
El	 parlamento	 no	 está	 sujeto	 a	 una	 lógica	 adversarial,	 y	 por	 eso	 trabaja	 con	 conflictos	
policéntricos	de	manera	eficaz.	Considera	que	los	derechos	fundamentales	(Holmes,	2004,	p.	
163)	dentro	de	la	gama	diversificada	de	ponderaciones	necesarias	de	una	política	pública,	no	
pueden	 ser	 confundidos	 con	 la	 idea	 de	 “abaratar	 derechos”,	 sino	 que	 consiste	 en	 una	
estrategia	 más	 responsable	 y	 menos	 retórica	 y	 polarizada	 de	 tomar	 decisiones	 colectivas	
(Mendes,	2008,	p.	83).	
Stephen	 Holmes	 (2004,	 p.	 159)	 ratifica	 lo	 expuesto	 por	 Jeremy	 Waldron,	 señalando	
firmemente	 que	 “resulta	 crucial	 que	 las	 cortes	 constitucionales	 no	 intenten	 agrandarse	
miopemente	a	sí	mismas	disminuyendo	el	estatus	del	parlamento	ante	la	mirada	del	público”.	
En	 esta	 cadena	 de	 pensamiento,	 si	 por	 un	 lado	 los	 jueces	 de	 las	 cortes	 constitucionales	 no	








situaciones	 excepcionales,	 la	 revisión	 judicial	 puede	 ser	 deseable,	 pero	 mantiene	 firme	 su	
convicción	acerca	del	carácter	antidemocrático	de	ella	(Waldron,	2006).		
La	 defensa	 de	 la	 supremacía	 del	 parlamento,	 por	 lo	 tanto,	 queda	 relativizada	 y	




judicial	 americana,	 que	 posibilita	 a	 un	 tribunal	 no	 electo	 revocar	 una	 ley	 y	 disponer	 de	
autoridad	última	en	la	interpretación	constitucional	(Waldron,	2006).			
Larry	 Alexander	 y	 Frederick	 Schauer	 sugieren	 que	 la	 revisión	 no	 judicial	 de	 la	
Constitución	 introduce	 un	 grado	 de	 incertidumbre	 incompatible	 con	 la	 idea	 del	 derecho,	 al	
menos	 cuando	 esta	 revisión	 constitucional	 no	 judicial	 al	 revés	 de	 suplementar	 desplaza	 la	
revisión	judicial	(Tushnet,	2002,	p.	45).	
Fue	Conrado	Hubner	Mendes,	en	su	tesis	doctoral	por	 la	Universidad	de	São	Paulo-USP,	
quien	 elaboró	 una	 respuesta	 para	 este	 conflicto	 filosófico.	 Según	 dicho	 autor,	 el	 hecho	 de	
admitir	que	los	jueces	no	están	presos	por	la	norma,	choca	con	un	antiguo	tabú.	Ese	mal	estar	
fue	 atenuado	 por	 una	 nueva	 tentativa	 de	 la	 teoría	 jurídica	 de	 limitar	 al	 juez	 por	medio	 de	
demandas	 de	 consistencia,	 por	 exigencias,	 al	menos,	 de	 argumentación	 racional.	 La	 ciencia	
política	vuelve	y	denuncia	la	desnudez	de	rey:	“el	juez	constitucional	es	un	actor	político	que	
reacciona	 conforme	 otras	 variables	 que	 no	 son	 solamente	 la	 norma,	 la	 razón,	 o	 las	
recomendaciones	que	la	teoría	normativa	le	señala”	(Mendes,	2008,	p.	192).	
En	 este	 sentido,	 la	 ciencia	 política	 demuestra	 que	 las	 funciones	 institucionales	 también	
son	 en	 alguna	 medida,	 cambiantes,	 y	 especialmente	 lo	 son	 en	 relación	 a	 los	 derechos	








Para	 Conrado	 Hubner	 Mendes	 (2008,	 p.	 193),	 si	 concordamos	 que	 las	 variables	 de	
legitimidad	de	la	democracia	no	se	agotan	en	el	procedimiento,	si	no	que	incluyen	también	los	
resultados,	 pasa	 a	 “ser	 aceptable	 que	 la	 substancia	 subordine,	 en	 algunas	 circunstancias,	 el	
procedimiento,	o	sea,	que	la	institución	que	tenga	alcanzado	la	respuesta	más	compatible	con	
un	 criterio	 substantivo	 de	 legitimidad	 tenga	 buenas	 razones	 para	 prevalecer	
independientemente	de	su	pedigree	(subvirtiendo	la	estructura	formal)”.	









pensaba	en	 la	 fluctuación	o	en	 la	oscilación.	Él	acepta	un	procedimiento	contra-mayoritario	
simplemente	 porque	 cree	 que	 una	 democracia	 no	 puede	 prescindir	 de	 una	 pretensión	




probabilidad	 de	 buenas	 decisiones.	 Para	 él,	 la	 decisión	 judicial	 no	 es	 legítima	 per	 se,	 sino	
solamente	si	alcanza	ese	ideal.	
Conrado	Mendes	Hubner,	aclara	su	posición,	asumiendo	que	es	plausible	inferir	que,	a	no	
ser	que	ellas	adoptasen	una	presunción	de	 la	 infalibilidad	 judicial,	 lo	que	no	hacen,	pues	se	
limitan	 a	 un	 cálculo	 probabilístico,	 las	 decisiones	 legislativas	 serán	 más	 legítimas	 que	 las	
judiciales	 si	 aquellas,	 y	 no	 éstas,	 atiendan	 aquel	 criterio	 moral	 (y	 vice-versa).	 Niegan	
legitimidad	 a	 priori,	 por	 el	 mero	 pedigree	 mayoritario,	 al	 parlamento,	 pero	 no	 aceptan	
pasivamente	ningún	activismo	judicial.	Es	exactamente	eso	que	entiendo	como	justificativa	de	
la	 fluctuación	 (oscilación).	 No	 se	 trata	 de	 pura	 subordinación	 del	 procedimiento	 a	 la	
substancia,	 o	 de	 negar	 deber	 de	 obediencia	 a	 una	 decisión	 judicial	 o	 legislativa	 porque	
entendemos	que	ellas	violan	un	parámetro	moral.	Los	problemas	de	una	posición	así,	son	bien	
conocidos.	Sustento,	sólo,	que	es	deseable	que	los	poderes	se	desafíen	unos	a	los	otros	desde	














De	 esta	 perspectiva,	 son	 las	 Cortes	 Constitucionales,	 tal	 como	 las	 conocemos	 en	 los	






sin	 propósito	 que	 la	 Suprema	 Corte	 de	 los	 Estados	 Unidos	 es	 concebida	 entre	 los	
norteamericanos,	exactamente	por	el	hecho	de	ser	el	intérprete	último	de	la	Constitución,	en	
cuanto	poder	superior	a	los	Poderes	Legislativo	y	Ejecutivo.		
Así,	 volvamos	a	 la	pregunta	 inicial:	 ¿si	 los	 jueces	no	 son	elegidos,	bajo	que	 justificación	
podrían	revertir	decisiones	tomadas	por	los	representantes	escogidos	por	el	pueblo?	
De	hecho,	el	debate	llevado	a	cabo	no	se	limita	a	un	mero	maniqueísmo	entre	democracia	






El	 argumento	 dworkiniano,	 bastante	 convencional	 y	 popular	 acerca	 de	 la	 revisión	
constitucional,	 es	 que,	 en	 una	 democracia,	 el	 respeto	 a	 los	 derechos	 fundamentales	 debe	











naciones	 tienen	 Constituciones	 con	 disposiciones	 restrictivas,	 cualquier	 interpretación	 de	
nuestras	 democracias	 debería	 ser	 consistente	 con	 el	 hecho	 de	 que	 rechazamos	 el	
mayoritarismo	irrestricto”	(2003,	p.	74).		
Como	bien	argumenta	Ronald	Dworkin,	no	es	antidemocrático,	pero	parte	de	un	arreglo	
estratégicamente	 inteligente	 para	 garantizar	 la	 democracia,	 establecer	 un	 control	 judicial	
sobre	 lo	 que	 el	 Legislativo	 mayoritariamente	 decide,	 garantizando	 que	 los	 derechos	
individuales,	 que	 son	 pre-requisitos	 de	 la	 propia	 legitimidad	 de	 éste,	 no	 sean	 violados.	
Naturalmente	 los	 jueces,	 tanto	como	 los	 legisladores,	pueden	cometer	errores	en	 relación	a	
los	derechos	individuales.	Sin	embargo,	la	combinación	de	legisladores	mayoritarios,	revisión	
judicial	 y	 designación	 de	 los	 jueces	 por	 el	 Ejecutivo	 probó	 ser	 un	 dispositivo	 valioso	 y	
plenamente	democrático	para	reducir	la	injusticia	política	al	largo	plazo.	
Sin	 embargo,	 como	 vimos	 anteriormente,	 el	 juez	 Hércules,	 jurista	 apto	 a	 captar	 la	









deberían	 ser	 resueltas	 bajo	 la	 perspectiva	 de	 un	 agente	 moral	 único,	 que	 busca	 la	 mejor	
solución	 de	 acuerdo	 con	 principios	 últimos	 de	 justicia.	 Al	 contrario,	 con	 fundamento	 en	 la	
legitimidad	democrática,	deben	ser	resueltas	por	un	parlamento	que	adjudicaría	 la	solución	
autorizadora	para	las	cuestiones	de	desacuerdo	moral	existentes	en	la	sociedad.	





se	 debe	 subordinar	 toda	 institución	 del	 Estado	 en	 una	 forma	 de	 organización	 política	
democrática.	En	el	dominio	de	una	Justicia	que	contrapone	un	derecho	"superior",	dotado	de	
atributos	 morales,	 al	 simple	 derecho	 de	 los	 otros	 poderes	 del	 Estado	 y	 de	 la	 sociedad,	 es	
notoria	la	regresión	a	valores	pre-democráticos	de	parámetros	de	integración	social.	
Al	final,	el	punto	de	encuentro	entre	el	pensamiento	de	los	dos	juristas	analizados	revela	
que	 el	 no	 intencionalismo	 proviene	 de	 bases	 distintas.	 Jeremy	 Waldron,	 partiendo	 de	 su	
propuesta	 de	 dignificar	 la	 legislación,	 argumenta	 que	 los	 procesos	 decisorios	 democráticos	









en	 el	 camino	 correcto,	 no	 necesitamos	 admitir	 que	 la	 única	 razón	 para	 pensar	 que	 la	
legislación	 tiene	 autoridad	 teórica	 es	 la	 de	 que	 los	 legisladores	 poseen	 creencias	 morales	
superiores	a	las	de	sus	ciudadanos	o	funcionarios.	
El	legislativo	democrático,	es	para	Waldron,	una	institución	que	refleja	la	pluralidad	de	la	
sociedad	 discordante	 y	 que	 permite	 el	 intercambio	 racional	 de	 argumentos,	 a	 través	 de	 un	
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